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HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo -en primer trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de S.E. el Vicepresidente de la República- individualizado en el rubro.





	A la sesión en que se consideró este asunto asistieron el señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, don Mariano Fernández, y la Directora del Departamento Jurídico de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, doña María Angélica Silva.














----------














	S.E. el Vicepresidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, señala que nuestro país ha convenido a la fecha un número importante de tratados de Promoción y Protección de Inversiones.  Este nuevo Acuerdo, suscrito por nuestro Embajador en Australia en representación del Gobierno de Chile, importa un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección.





	Añade que el propósito fundamental de este Acuerdo, así como el de los ya suscritos en la materia, es establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como los de los inversionistas extranjeros, compatibilizando el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones.  Así se favorecerá la transferencia y movilidad de capitales.





	Es del caso hacer presente que el Tratado en informe se agrega a otros que sobre la misma materia Chile ha suscrito con diversos países del mundo, entre los cuales pueden mencionarse Alemania, Argentina, Bolivia, Brasil, Croacia, Cuba, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, Filipinas, Finlandia, Francia, Italia, Malasia, Noruega, Panamá, Paraguay, Polonia, Portugal, Reino Unido e Irlanda del Norte, República Checa, República de Corea, República Popular China, Rumania, Suecia, Ucrania, Uruguay y Venezuela.








----------








	El instrumento internacional sobre el que recae el proyecto de acuerdo en informe consta de un breve Preámbulo y doce artículos, más un Protocolo, el contenido fundamental de los cuales os reseñaremos a continuación.





	En el Preámbulo, los Gobiernos de Chile y Australia expresan su deseo de intensificar la cooperación económica para beneficio mutuo de ambos países y destacan su intención de crear y mantener condiciones favorables para las inversiones de inversionistas de una Parte Contratante que impliquen la transferencia de capital en el territorio de la Otra.





	Por último, reconocen que el fomento y la protección recíprocos de dichas inversiones extranjeras favorecen la prosperidad económica de ambos países.





	El artículo 1 contiene definiciones de ciertos conceptos de uso frecuente en el Tratado, a saber, "inversión", "inversionista", "residente permanente", "retorno" y "territorio". 





	Cabe destacar que por "residente permanente" se entiende una persona natural cuya residencia en una Parte Contratante no tiene límite de tiempo en virtud de su legislación.





	Por su parte, el artículo 2 señala el ámbito de aplicación del Acuerdo, indicando que regirá las inversiones cuando quiera que hayan sido realizadas.  Sin embargo, el artículo 11 de este Acuerdo -sobre Arreglo de Diferencias entre una Parte Contratante y un Inversionista de la otra Parte Contratante- no se aplicará a las disputas que hayan surgido con anterioridad a su entrada en vigencia ni a aquellas directamente relacionadas con hechos ocurridos antes de su entrada en vigor.





	Las Partes quedan facultadas para determinar en conjunto, mediante consultas y en conformidad con el derecho internacional, si hacen aplicables los derechos y beneficios del Acuerdo a una entidad jurídica de una Parte Contratante que sea de propiedad o esté controlada efectivamente por un inversionista de un tercer país.





	En todo caso, el Convenio no regirá para un residente permanente de una Parte Contratante cuando las disposiciones de un acuerdo de protección de inversiones entre la otra Parte Contratante y el país del cual esa persona sea nacional ya hayan sido invocadas o cuando ese tercer país invoque protección diplomática con respecto a la misma materia, o cuando el residente permanente sea nacional de la otra Parte Contratante.





	Luego, el artículo 3 consigna el compromiso de las Partes Contratantes de promover y admitir inversiones por parte de inversionistas de la otra Parte Contratante, de acuerdo con su política general en el ámbito de las inversiones extranjeras y sus leyes y regulaciones, así como de proteger dichas inversiones y no obstaculizarlas con medidas injustificadas o discriminatorias.





	Un inversionista de una Parte Contratante podrá hacer valer las disposiciones de cualquier ley o política de la otra Parte Contratante que sea más favorable que las normas del Acuerdo.





	A continuación, el Convenio se refiere al tratamiento que ha de darse por cada Parte a las inversiones efectuadas por inversionistas de la otra Parte en su territorio como a las actividades relacionadas con inversiones, que deberá ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como "claúsula de la nación más favorecida".





	Precisa que en caso de que una Parte Contratante otorgare ventajas especiales a los inversionistas de cualquier tercer país en virtud de un convenio relativo a la creación de un área de libre comercio, una unión aduanera, una unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional a la cual pertenezca esa Parte Contratante o en virtud de las disposiciones de un acuerdo relacionado total o principalmente con tributación con un tercer país, dicha Parte no estará obligada a conceder las referidas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante. (Artículo 4).





	De acuerdo al artículo 5, cada Parte Contratante autorizará, sin demora injustificada, a los inversionistas de la otra Parte Contratante para que realicen la transferencia de los fondos relacionados con una inversión, en moneda de libre convertibilidad y al tipo de cambio vigente en la fecha de la transferencia, en conformidad con la legislación de la Parte Contratante que haya admitido la inversión.





	El artículo 6 contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medidas de ningún tipo, tales como expropiaciones, que priven, directa o indirectamente, de su inversión a un inversionista de la otra Parte, salvo que sean tomadas por motivos de bien común o en pro del interés nacional y en conformidad con la ley; que no sean discriminatorias, y que vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una compensación pronta, adecuada y efectiva.





	Permite, en todo caso, al inversionista afectado, recurrir, en virtud de la legislación de la Parte Contratante que efectúe la expropiación, a la autoridad judicial de ésta con el fin de revisar el monto de la compensación y la legalidad de cualquier expropiación o medida equivalente.





	El artículo 8 prescribe que cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ella hubiere pactado un contrato de seguro o cualquier forma de garantía financiera o de indemnización respecto a alguna inversión realizada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación, cuando hubiere efectuado un pago conforme al contrato, garantía financiera, u otra forma de indemnización.





	En materia de solución de controversias que surjan respecto de la interpretación o aplicación del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre las Partes Contratantes y las que pueden producirse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante.





	Respecto de las primeras, si no pueden resolverse mediante negociaciones amigables dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de iniciada la diferencia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral, compuesto por tres personas designadas en la forma que se indica.





	Este Tribunal adoptará sus decisiones tomando en consideración las normas del Acuerdo; las leyes de la Parte Contratante en donde se encuentre la inversión de que se trate, incluidas las relativas a conflictos de leyes; los acuerdos internacionales que ambas Partes hayan celebrado, y los principios de derecho internacional generalmente reconocidos.  Las decisiones del Tribunal serán definitivas y vinculantes para ambas Partes Contratantes. (Artículo 10).





	A su vez, tratándose de diferencias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante, el artículo 11 señala que si una controversia no puede ser resuelta en forma amigable mediante consultas dentro del plazo de tres meses, contado desde la fecha de solicitud de arreglo, el inversionista afectado podrá someter la diferencia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, o bien, a arbitraje internacional.  En este último caso, el inversionista podrá optar entre el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI), creado por la Convención para el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, firmada en Washington el 18 de marzo de 1965, o un tribunal arbitral ad hoc que, a menos que las partes de la disputa estipulen otra cosa, se establecerá conforme a las Normas de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI).





	Una vez que el inversionista haya sometido la diferencia a cualquiera de estos procedimientos, su elección será definitiva.





	Se indica, finalmente, que el arbitraje será, también, definitivo y vinculante para ambas Partes.





	Por último, el artículo 12 contiene las disposiciones finales del Acuerdo.





	Así, se establece que él permanecerá en vigor por un período de quince años y se prolongará después por tiempo indefinido, a menos que una de las Partes Contratantes lo diere por terminado a través de un aviso escrito.





	Respecto de las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso de terminación, las disposiciones del Acuerdo permanecerán en vigor por un período adicional de quince años a contar de esa fecha.








Protocolo





	Cabe señalar que, conjuntamente con la suscripción del Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo, que forma parte integrante de aquél, mediante el cual se aclaran algunos términos y conceptos del Tratado y se complementa su artículo 5.





	El tenor del Protocolo en cuestión es el siguiente:





	"1. Con respecto a la totalidad del Acuerdo:





	En el texto original en inglés, la palabra "citizen" corresponde a la palabra "nacional" en el texto original en español.





	2. Con respecto a la totalidad del Acuerdo:





	Las Partes Contratantes reconocen que la cuestión del control efectivo con respecto a un inversionista dependerá de las circunstancias de hecho del caso en particular.  Los siguientes hechos, entre otros, serán aceptados como evidencias de dicho control:





	a) una participación substancial directa o indirecta en el capital de la persona jurídica que permita el control efectivo, tales como, en particular, una participación directa o indirecta de más del 50% del capital o una participación accionaria mayoritaria; o





	b) el control directo o indirecto del derecho a voto que permita:





	i) el ejercicio de un poder de decisión sobre la administración y las operaciones; o





	ii) el ejercicio de un poder de decisión sobre la composición del directorio o de cualquier otro cuerpo directivo.





	Cuando existan dudas con respecto a si un inversionista ejerce el control efectivo, el inversionista será responsable de demostrar que existe dicho control.





	3. En relación con el Artículo 5:





	Las transferencias de fondos a que se refiere el Artículo 5 1) c) sólo podrán efectuarse un año después de que hayan ingresado al territorio de la Parte Contratante a menos que su legislación disponga un tratamiento más favorable.





	En ningún caso los inversionistas australianos serán tratados menos favorablemente que los inversionistas de cualquier tercer Estado en materia de transferencia.".








----------








	En el seno de vuestra Comisión, el H. Senador señor Martínez llamó la atención en cuanto a que la definición de "territorio" contenida en el Acuerdo en informe no es del todo coincidente con la que se contempla en los Convenios que sobre la misma materia nuestro país celebró con El Salvador y la República de Corea, que se encuentran también sometidos a la consideración del H. Senado.





	Recordó que el Acuerdo con El Salvador señala que el "territorio" comprende, además del espacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de cada Parte Contratante, las zonas marinas y submarinas, en las cuales éstas ejercen derechos soberanos y jurisdicción, conforme a sus respectivas legislaciones y al derecho internacional.





	Destacó que se emplea la expresión "zonas marinas y submarinas", en circunstancias que, en su concepto, debiera hablarse de "fondos marinos o lecho marino" para ser coincidente con los términos utilizados por el Derecho del Mar.





	Por su parte, expresó que el Acuerdo con la República de Corea habla de "áreas marítimas", mientras que en el Convenio en informe el concepto "territorio" incluye las "áreas de la zona económica exclusiva y la plataforma continental donde una Parte Contratante ejerce su soberanía, derechos soberanos o jurisdicción en conformidad con el derecho internacional", definición esta última, mucho más amplia, completa y exacta.





	En consecuencia, prosiguió, existen, al analizar los tres Acuerdos aludidos, diferentes matices que podrían dar a entender que Chile estaría aceptando un cambio a la concepción clásica de lo que es la "zona económica exclusiva", cuestión que no ocurre en la especie.





	Al respecto, el señor Subsecretario de Relaciones Exteriores manifestó que es corriente que algunos países renuncien a utilizar la denominación "zona económica exclusiva", en razón de que tienen discusiones territoriales referidas a espacios comprendidos en las doscientas millas marinas con países adyacentes, a diferencia de Chile, que tiene dicha área despejada, sin conflicto alguno.





	Además, recordó que los distintos negociadores acostumbran a utilizar determinada nomenclatura, lo que también podría explicar la diferencia de terminología usada en los tres Acuerdos mencionados.





	En todo caso, agregó, en este tipo de Convenios, que tienen un objetivo básico de dar una señal política en orden a favorecer los negocios, el interés se centra en los temas propiamente comerciales.





	Subrayó que, no obstante, al leer los textos de los Convenios en cuestión, se observa que los derechos chilenos quedan perfectamente protegidos.





	Desde otra perspectiva, el señor Subsecretario de Relaciones Exteriores destacó que el Gobierno está interesado en aprobar este tipo de instrumentos internacionales, ya que, entre otras cosas, el empresariado chileno ha manifestado su voluntad de hacer uso de ellos.





	Añadió que en los casos de Corea y Australia se protegen fundamentalmente las inversiones de esos países efectuadas en Chile, mientras que en el caso de El Salvador, se está promoviendo la inversión chilena en dicho país.





	Finalmente, expresó que esta clase de tratados se están mostrando como eficaces instrumentos políticos de promoción de inversiones.





	Por último, el H. Senador señor Valdés manifestó que, a su juicio, resultaría propicio que el Gobierno chileno formulara una declaración en el momento de la ratificación de los instrumentos ya individualizados, estableciendo que el país mantiene su jurisdicción en todas aquellas zonas o áreas ya determinadas por nuestra legislación, de manera que la contraparte inversionista sepa de antemano que Chile ejercerá su soberanía en tales espacios, con el objeto de que de producirse algún reclamo derivado de la aplicación de estos tratados ya se tenga claro el sentido en que nuestro país interpreta las normas y definiciones contenidas en ellos.





	Cabe consignar que esta última proposición fue compartida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.











----------











	Vuestra Comisión, una vez analizadas todas y cada una de las normas del Acuerdo en informe, acogió la iniciativa que tuvísteis a bien encomendar a su estudio, en general y particular.





	En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Martínez, Romero y Valdés, que aprobéis el siguiente








"PROYECTO DE ACUERDO:








	Artículo único.- Apruébanse el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones y su Protocolo, suscritos en Canberra, el 9 de julio de 1996.".











---------











	Acordado en sesión de fecha 1 de junio de 1999, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gabriel Valdés Subercaseaux (Presidente), Jorge Martínez Busch y Sergio Romero Pizarro.





	Sala de la Comisión, a 7 de junio de 1999.


























































































































	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


	       Secretario





�



RESEÑA
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VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 04.05.99.








VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.








VIII.	URGENCIA: No tiene.








IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: ---------








X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISION: Artículo único por el cual se propone la aprobación del Acuerdo y su Protocolo.








XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION: Establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como los de los inversionistas extranjeros, compatibilizando el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.








XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: No hay.








XIII.	ACUERDOS:  Aprobado por unanimidad. (3-0).








Valparaíso, 7 de junio de 1999.





























	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO
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